11

Segunda Clase

INTRODUCCION


Es nuestro objetivo desarrollar el rol de las Organizaciones no Gubernamentales en los procesos democráticos en los comienzos del nuevo milenio. Es un tema lo suficientemente amplio, como para que, a los fines de esta clase, haya sido necesario definir con qué alcance se lo delimita.


Se ha trabajado sobre dos de los ejes que jalonan los procesos democráticos latinoamericanos actuales: los efectos de la globalización y la impunidad.


En cuanto a los efectos de la globalización se referirá a las nuevas definiciones ideológicas de las relaciones sociales, no sólo en temas de mayor internacionalización sino también a la relación entre lo público y lo privado como estrategia global que ha cumplido una función hegemonizadora.


En el tema de la impunidad, se trata el fundamento ideológico que signó los años ‘70 y principios de los ’80, la Doctrina de la Seguridad Nacional.


Con relación al rol de las Organizaciones no Gubernamentales de Derechos Humanos se reflexiona sobre la labor que les cupo durante los años ’70 como respuesta al terrorismo de estado y a partir del ’83 como pilar de la construcción democrática.




  Neoliberalismo y Derechos Humanos

Para la concreción y goce de los derechos humanos se requiere voluntad política, respeto por el estado de derecho y la existencia de un gobierno que sea la expresión auténtica de la soberanía popular. 


Si bien actualmente la mayoría de los países latinoamericanos vivimos bajo liderazgos de corte no dogmáticos, algunos más que otros, no fue así durante los ´70, ´80 y ´90 décadas caracterizadas por gobiernos absolutamente neoliberales estrechamente vinculados con los intereses de Estados Unidos. Me referiré a continuación a los efectos que esas políticas tuvieron en nuestro país, haciendo la aclaración que la tendencia actualmente está siendo revertida. 

El Estado Neoliberal sostiene la idea de libre mercado como solución definitiva para los “males de la sociedad” y la correspondiente urgencia por desnacionalizar y dejar librados los asuntos económicos políticos y sociales al sector privado como así una más profunda subordinación a la relación mercantil de la totalidad de las relaciones sociales, provocando severas políticas de ajuste afectando a esferas como salud, educación, justicia y seguridad.

         A modo de ejemplo vale citar algunas cifras producto del Neoliberalismo en la Argentina (los datos corresponden  a los resultados de la década del ´90):


-El Instituto Nacional de Estadísticas y Censo (INDEC) indica que un 28% de la población esta afectada por la extrema pobreza.
 


-El índice de desempleo y subocupación de octubre de 1996 fue el 31%. En el período 1995/96 la crisis habitacional alcanzó el 33% de la población.


-El porcentaje de adolescentes de hogares pobres que abandonaban el sistema educativo en 1996 ascendía al 48%.


De allí que a la clasificación de pobres, muy pobres y extremadamente pobres consideramos debe incorporarse los excluidos sociales.


Ellos son, a nuestro entender, quienes antes de las políticas de ajustes del modelo neoliberal, estaban dentro del mercado laboral y tenían acceso a la seguridad, a la justicia, a la salud y a la educación y hoy engrosan la lista de los marginados extremadamente pobres.



Es significativo señalar que las políticas neoliberales, no afectan sólo a los países en vías de desarrollo como nuestro país, sino también a los países altamente desarrollados. Así por ejemplo en Estados Unidos el ingreso del 20% más rico aumentó un 62% en los últimos 10 años, mientras que el ingreso del 20% más pobre de la población descendió el 14%. 


En igual sentido son muy gráficos algunos párrafos de la carta que el co- Presidente de la Asamblea Permanente por los Derechos Humanos y Obispo Emérito de la Ciudad de Viedma, Monseñor Esteban Hesayne, le remitiera en marzo del 2002 al Presidente de la Nación:

“La gravedad de la situación institucional es tan aguda que millones de argentinos prácticamente están sentenciados a muerte lenta por desnutrición”  y refiriéndose a la escasa ayuda social del Gobierno “... la ayuda no es el proyecto cristiano, sino la conversión. La conversión de una economía egoísta a una humana y solidaria, no como lo que vivimos hoy”. 


Para garantizar los derechos económicos sociales y culturales el estado debe cumplir un rol activo. Es por ello que en el art. 1º del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos los Estados partes asumen el compromiso de adoptar todas las medidas necesarias en el orden interno como en la cooperación entre Estados a fin de garantizar la plena vigencia de estos derechos.

No significa negar el avance cultural y científico actuales, sino por el contrario señalar que mientras el discurso de los beneficiarios del poder pretende que estamos frente a la globalización de los beneficios, la mayoría del mundo participa sólo en la globalización de las desventajas.

“No se trata de llorar por lo que ya no existe ni de negar y renegar del presente. No se trata de negar o rechazar la mundialización y el auge de las tecnologías... Se trata de dejar de ser colonizado”. 


El Consenso de Washington buscó justificar la alta concentración explicando la teoría del derrame. Esto es que el aumento de la producción provocará el derrame de la riqueza con un efecto cascada sobre el conjunto de la sociedad. Nada más falso, como se ha  desarrollado en este capítulo, lo que produce el neoliberalismo es tender cada vez más a una mayor concentración en la punta de la pirámide distributiva, inseguridad, corrupción, falta de  justicia y un alto índice de desocupación generando la profundización de la marginalidad y el fenómeno de la exclusión.

“Es absolutamente falso que el mercado, librado a sus propias fuerzas, pueda solucionar las injusticias sociales. De hecho, no lo hizo en ninguna parte. Lo único que produce es una fractura en la sociedad, cada vez mayor, que acentúa las desigualdades existentes.

Hacia abajo solo derrama hambre, precariedad y desesperación. La solidaridad social es reemplazada por el más acendrado egoísmo. La abstinencia del Estado, el repliegue a sus funciones de gendarme, no es un signo de neutralidad ni de eficiencia, sino que favorece la creciente acumulación de beneficios en pocas manos... Y detrás de ese Estado asoman los grandes negociados, las mafias, la venalidad y los asesinos a sueldo”. 


No se trata de un problema de oferta y demanda, sino de distribución, equidad y prioridades. Sin una firme reorientación de la economía y política social unificada, comprensiva y humanitaria, la meta hacia los derechos humanos tendrá un destino poco prometedor.


El neoliberalismo no  es sólo violatorio de los derechos económicos, sociales y culturales, sino también de los civiles y políticos porque el achicamiento del estado contemporáneo le impide que cumpla con las funciones básicas de garantizar la educación, la salud, pero también el acceso a la justicia y la seguridad publica.

LA IMPUNIDAD
Doctrina de Seguridad Nacional 

Es significativo analizar cómo, en respuesta a los crímenes aberrantes cometidos bajo la fundamentación ideológica de la llamada Doctrina de la Seguridad Nacional,  se hizo necesario garantizar la impunidad casi como única condición para poder transitar el proceso de democratización.


La Doctrina de la Seguridad Nacional, que no era nacional ni de seguridad para el país que la adoptara, partía de una visión bipolar del mundo y el principio de la “guerra permanente” entre los dos bloques antagónicos: capitalista y  socialista, conflicto que se conoció como guerra fría. Frente a la carrera armamentista entre ambos bloque, el rol de los ejércitos nacionales de los países en desarrollo fue cada vez menor en la hipótesis de un conflicto bélico que necesariamente sería nuclear. 


Para esos ejércitos nacionales se reservó la tarea de “combatir al enemigo dentro de su propio país”. Así se instaló en América latina la Doctrina de la Seguridad Nacional, con ejércitos convertidos en gendarmes dentro de su propio país y definiendo como “enemigo comunista” a todo disidente político o militante social. La Doctrina de Seguridad Nacional está vinculada a un determinado modelo económico-político, de características elitistas y verticalistas que suprime la participación amplia del pueblo en las decisiones políticas. Pretendió incluso justificarse en ciertos países de América Latina como doctrina defensora de la “civilización occidental y cristiana”. Desarrolló un sistema represivo orientado a combatir el enemigo común el “Marxismo Internacional” representado en la figura del “subversivo”.


Entre 1950 y 1976, bajo el Programa de Entrenamiento y Educación Militar Internacional de los Estados Unidos se entrenaron en Forth Worth-Texas y en la Escuela de Guerra de Panamá unos 77.000 oficiales de los ejércitos latinoamericanos, 4.000 de ellos eran argentinos.


Ellos son los que van a generar los golpes de estado sangrientos de fines de la década del sesenta y todos los setenta. El devastador genocidio, la condena internacional y la lucha por la recuperación democrática de los pueblos latinoamericanos, permitió que la década del ochenta se haya caracterizado por la democratización del continente.


A partir de ella el problema fue la construcción de la sociedad democrática basada en prácticas de convivencia y participación, y darle una solución a la grave violación de los derechos humanos. Frente a ella los actores de la represión se replegaron buscando caminos para imponer la impunidad.


A veces la impusieron  por vía legal y otras a través de los hechos. Por la vía legal cuando forzaron la aprobación de amnistías, indultos, perdón o gracia que significó renunciar a investigar y a juzgar. Así ocurrió en Brasil, Chile, El Salvador, Guatemala, Honduras, Uruguay y también en la Argentina.

La desaparición forzada de personas como instrumento 


Para ingresar en este punto, no puedo dejar de señalar que la desaparición es un instrumento de la impunidad, así como la impunidad es uno de los elementos sobre los que se asegura la construcción de una sociedad hegemónica, de pensamiento único, con una alta concentración de la riqueza como la vigente.


La desaparición forzada de personas tal vez reconozca sus orígenes en la orden de “Noche y Niebla” dictada el 7 de diciembre de 1941 por el Mariscal de Campo Wilhelm Keitel de la Alemania nazi, dirigida a perseguir a todas aquellas personas sospechosas de poner en peligro la seguridad de Alemania. 


Pero fue ampliamente desarrollado y utilizado por Francia en Argelia y posteriormente por la dictadura argentina en especial y por las dictaduras americanas de los 60’s/70’s en general. Se utilizó para la persecución y eliminación de todo disidente. Junto con la desaparición como instrumento, se requirió también de silencios, complicidades y corrupción.


Es usual referir que en la Argentina la impunidad fue construida sobre las leyes de punto final, obediencia debida e indultos (derogadas en 2003). Lo que es cierto. Pero por otros caminos, con sustento legal, acuerdo político o la fuerza, la impunidad se fue asentando en toda América. Hubo países donde se implementaron plebiscitos para evaluar la necesidad o no del juzgamiento a los represores, casos donde las personas que habían liderado la represión se quedaron en el poder durante la transición democrática condicionando el proceso, salidas negociadas, hasta países donde simplemente nunca se investigó.


Por su parte, el caso Pinochet (fallecido sin condena) ha mostrado al mundo los inconvenientes de la actual gestión para garantizar la gobernabilidad. Una pequeña digresión: La causa Pinochet salda el debate a favor del reconocimiento de la supremacía del Derecho Internacional de los Derechos Humanos sobre el principio de territorialidad en el derecho penal positivo. Es por ello que, aunque condenable éticamente, no es trascendente, desde el punto de vista estrictamente jurídico que Pinochet haya sido  dejado en libertad por razones humanitarias. Ya que los Lores reconocieron que, a partir de la ratificación de la Convención contra la tortura,  Inglaterra -y por ende todos los Estados partes de la Convención contra la Tortura- tiene, con esos criminales, dos caminos: o lo procesa o lo extradita a España para que lo juzgue. El tercer camino –el de la impunidad justificada legalmente- queda así definitivamente clausurado.


Es por ello que, leyes, decretos de indultos, plebiscitos, la fuerza o acuerdos de paz, todas son formas que llevan a un solo final: LA IMPUNIDAD.

Concepto de Impunidad


Hemos señalado hasta aquí, los distintos caminos o alternativas que se han seguido para asegurarla. Intentaré brevemente acercarme al concepto.


En las Conclusiones del Seminario Internacional sobre “IMPUNIDAD Y SUS EFECTOS EN LOS PROCESOS DEMOCRATICOS”, realizado en Chile del 13 al 16 de diciembre de 1996, en su declaración final conocida como Declaración de Santiago dice y cito: “La impunidad es, en lo inmediato, la renuncia a la sanción penal a los violadores de los derechos humanos, y sus consecuencias afectan a la sociedad en su conjunto... Es la institucionalización de la injusticia por quienes están llamados a hacer justicia” fin de la cita. 


Si analizamos los elementos que esta definición brinda tenemos:

a) renuncia a la sanción penal: puede ser de cualquiera de las formas a las que nos referimos anteriormente pero todas denotan que por propia voluntad o impuesto por la fuerza se renuncia a la sanción penal a los violadores

b) institucionalización de la injusticia por quienes están obligados a hacer justicia, esto es denegatoria de justicia, es violatorio de todos los pactos internacionales y de prácticamente de todas las constituciones y legislaciones de nuestros países

c)  por último esta definición afirma que sus consecuencias afectan a la sociedad en su conjunto.

Me gustaría profundizar por un momento esta última afirmación.


La impunidad de la violencia social genocida constituye un ataque que deja una marca. Así lo explica Elina Aguiar, Psicóloga y miembro de la APDH: “La impunidad de los crímenes perpetrados atenta contra las reglas que rigen las relaciones sociales: inhibe el pensamiento reflexivo (o sea la construcción de un conocimiento crítico sobre lo cotidiano y sobre las informaciones que le llegan) y la participación política.” 


Freud en 1930 recalcaba que ante hechos traumáticos de origen social, los individuos pueden presentar "estupor inicial, paulatino embotamiento, abandono de toda expectativa o formas groseras o finas de la narcotización de la sensibilidad frente a estímulos desagradables". Freud subraya que "el alejamiento de los demás es el método de protección más inmediato contra el sufrimiento susceptible de originarse en las relaciones humanas" (Freud, S. l930, pág. ll). Nosotros lo podemos comprobar en la historia y actualidad de nuestra sociedad donde tantos años de impunidad han dejado como resultado una sociedad quebrada, dolida, atomizada, donde el par es un sujeto de desconfianza, una sociedad de sujetos apáticos, descomprometidos, indiferentes.


Volviendo al tema de la definición, el prestigioso jurista francés Lois Joinet en su  “Informe final acerca de la cuestión de la impunidad de los autores de violaciones de los derechos humanos” que presentara a la Comisión de Derechos Humanos de la ONU en 1998 intenta la siguiente definición, y cito: “Por impunidad se entiende la inexistencia, de hecho o de derecho, de responsabilidad penal por parte de los autores de violaciones de los derechos humanos, así como de responsabilidad civil, administrativa o disciplinaria, porque escapan a toda investigación con miras a su inculpación, detención, procesamiento y, en caso de ser reconocidos culpables, condena a penas apropiadas, incluso a la indemnización del daño causado a sus víctimas”. 

 
Como rápidamente aquí podemos ver uno de los elementos que refiere es:

a) que la inexistencia de responsabilidad penal puede ser de hecho o de derecho,

b) que de esta forma escapan a toda investigación tendiente a la condena penal o aún a la condena civil de indemnización del daño causado a sus víctimas, 

c) por  último que así escapan a toda responsabilidad no solo penal, sino también civil, administrativa o disciplinaria.
El rol de las organizaciones no gubernamentales de Derechos Humanos de la Argentina en la construcción democrática
          
Las Organizaciones no Gubernamentales de Derechos Humanos son asociaciones privadas que se organizan formal o informalmente y que voluntariamente asumen la misión de fiscalizar el respeto a los derechos humanos a través de la denuncia pública.


Estas organizaciones durante la dictadura militar en Argentina (‘76/’83) fueron una respuesta de denuncia frente a la feroz represión ejercida por las fuerzas de seguridad a la sociedad civil.

“(...) el movimiento de derechos humanos supo articular un espacio de participación que operó, en la medida que reformulaba sus demandas y lograba condensar los nudos del conflicto, como eje de oposición ante el gobierno militar. Pudo definirse en este proceso como punto de ruptura frente a la dominación autoritaria”. 


En ese momento las denuncias de las Organizaciones no Gubernamentales se basaban exclusivamente en la defensa de los derechos fundamentales como la vida, las libertades y la seguridad personal.


A partir de 1983, al iniciarse la etapa democrática las mencionadas Organizaciones de Derechos Humanos toman la labor de ser custodios de la memoria y la necesidad de justicia respecto a las violaciones a los derechos humanos en el pasado bajo la consigna “Verdad y Justicia” unos, “Aparición con vida” otros y “Castigo a los culpables” todos. Estas demandas se proyectaron al futuro con todos los organismos de derechos humanos apostando al valor de la justicia y la verdad.

Para Habermas
, los movimientos sociales alteran las esferas de competencia comunicativa ya establecida, irrumpen para crear una nueva constelación de comunicación, reconocimientos y  valores, alrededor de una temática. Es una silenciosa transformación de los valores de una sociedad, un cambio en la gramática de los modos de vida en una cultura política.


Por ello el rol de estas organizaciones en los procesos democráticos pueden reseñarse en:

1) Fiscalizar la observancia de los derechos humanos por parte del Estado;

2) Prestar asistencia a la comunidad;

3) Recurrir ante los tribunales  nacionales, regionales  e internacionales;

4) Promover, divulgar y promocionar los derechos humanos a través de la educación formal y no formal.

5) Cooperar en el desarrollo, concientización y divulgación de los nuevos derechos humanos.


De allí su diferencia fundamental con los partidos políticos, porque estos pueden incorporar la temática de los derechos humanos en su plataforma, pero su objetivo fundamental es la toma del poder, mientras que las ONGs no tienen ni podrían tener este objetivo. Es más no deben confundirse nunca con el Gobierno para no correr el riesgo de su desaparición y a fin de poder mantener su capacidad fiscalizadora y base ética de credibilidad.


Hay autores que consideran que la especialización de las ONGs se debe fundamentalmente al mandato específico en relación con el ámbito normativo que responde a la dificultad de tomar todo el universo temático que abarcan los derechos humanos.


La realidad Latinoamericana reconoce, además como razón propia, la  característica de las violaciones durante las dictaduras. Así como durante los gobiernos de facto se  debió luchar por la vida y la libertad, en las democracias actuales se debe luchar contra la impunidad, por alcanzar la vigencia de los derechos económicos, sociales y culturales y por desarrollar los nuevos derechos humanos.   


Deberá generarse un pensamiento alternativo que recree las utopías en la lucha permanente por  una sociedad mas justa e igualitaria, unos de los caminos posibles quizás sea la búsqueda de un pensamiento propio que se distancie del hegemónico. Para ello deberemos recrear nuevas utopías y decir como Darío Botero Uribe que la utopía: 

"(...) no es lo imposible sino lo posible, no es lo irrealizable, sino lo realizable, no es irracional, sino que se trata de una razón a la cual aún no se le ha otorgado carta de ciudadanía, no idealista en el sentido filosófico, sino más bien realista. Sólo que no es realista en la significación estrecha, limitativa. No acepta el mundo como es: recusa la fealdad, la brutalidad, la explotación. Se apoya en la perfectibilidad humana. La vida social no es algo que deba padecerse
 fatalmente (...)"
 
Consigna de trabajo:

Resumir conceptualmente la clase en no más de 4 páginas. De ningún modo se trata de copiar y pegar, sino de internalizar los conceptos, elaborarlos, hacerlos propios y volcarlos nuevamente sobre papel.
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